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Medellín, treinta y uno (31) de marzo de dos mil veintidós (2022).  

 

Procede el Tribunal a decidi r el  recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante,  f rente al auto proferido por el  Juzgado  Noveno Civi l  del Circuito 

de Medel l ín el  día 1 de octubre de 2021, mediante el cual dispuso el rechazo 

de la demanda.  

 

I . ANTECEDENTES 

 

Actuando a través de apoderado el señor CARLOS ALBERTO PAJÓN LÓPEZ 

promovió demanda en contra de GRAFICAS PAJÓN CIA EN COMANDITA 

SIMPLE, ahora GRAFICAS PAJÓN S.A.S.  sol ici tando se declare la 

inexistencia de la decisión sobre el cambio de f igura societaria, contenida en 

el numeral tercero del acta número 64 del  13 de enero del 2020,  de la 

Asamblea Extraordinaria General de la Sociedad GRAFICA S PAJÓN CIA EN 

COMANDITA SIMPLE; que se ordene la cancelación del registro del  acta en 

la Cámara de Comercio de Medel l ín; que  se ordene la cancelación del  

regist ro de las actas y de las decisiones adoptadas por la demandada 

posteriores a su transformación ; además, se condene al pago de costas y 

agencias en derecho.  
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Como sustento fáct ico narra que el 13 de enero de 2020 los señores 

RODRIGO DE JESÚS PAJÓN SIERRA y LUIS FERNANDO PAJÓN LÓPEZ en 

cal idad de Presidente y Secretario, respect ivamente, suscribieron el acta No. 

64 de la Asamblea Extraordinaria General de Accionistas de la sociedad 

GRAFICAS PAJÓN Y CIA EN COMANDITA SIMPLE. y en el  numeral 1º se 

señaló sobre la veri f icación del quorum, que est aban presentes el  100% de 

los miembros que conforman la asamblea de accionistas, quórum vál ido para 

del iberar y decidi r;  que también se indicó en el acta que, por estar presentes 

el 100% de los accionistas , se prescindió de la convocatoria previa; que se 

designó al señor RODRIGO DE JESUS PAJÓN SIERRA como presidente de 

la reunión y al señor LUIS FERNANDO PAJÓN LÓPEZ como secretario y se 

hizo constar que los anteriores nombramientos fueron aceptados y 

aprobados por unanimidad; que en el numeral 3º del  acta referida,  donde se 

trata el tema central ,  se hizo constar:  “…3. REFORMA A LOS ESTATUTOS 

3.1. CAMBIO DE FIGURA SOCIETARIA: El  socio Gestor,  expresó la 

conveniencia de cambiar la f igura societaria y por lo tanto dio lectura al  

siguiente informe: (…) Se hace constar que la presente reforma propuesta es 

aprobada por unanimidad, por el  cien por ciento (100%) de los votos a favor 

y cero en contra de cada uno de los socios…”  y,  en el  numeral  4º del acta se 

af i rmó la aprobación por el  cien por ciento (100%), así:  “…DELIBERACIÓN Y 

VOTACIÓN. En este estado de la Junta, se hace un receso por 30 minutos 

para del iberar,  reiniciada la Junta de Socios, por decisión unánime, como 

establece el  art ículo 31 de la Ley 1258 de 2008,  se aprueba la 

transformación societaria de la Sociedad Comandita Simple a Sociedad por 

Acciones Simpli f icada – SAS –,  conservando su nombre o Razón Social y 

simplemente cambiando la forma societaria. Esta decisión modif ica 

tácitamente en los estatutos la expresión “Y CIA EN COMANDITA SIMPLE” 

por “Sociedad por Acciones Simpli f icada” y la abreviatura Y CIA EN 

COMANDITA SIMPLE por S.A.S. Así  mismo, las cuotas sociales tendrán la 

denominación de Acciones y conservaran el mismo valor nominal del que 

t ienen hoy” .  

 

Dice que el contenido y decisiones incorporad as en el acta  plurimencionada,  

no corresponde con la real idad porque solo el  día 30 de enero de 2020 los 

señores RODRIGO DE JESÚS PAJÓN SIERRA y LUIS FERNANDO PAJÓN 
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LÓPEZ le anunciaron a CARLOS ALBERTO PAJÓN LÓPEZ (socio),  a NORA 

ELENA PAJÓN LÓPEZ y a PATRICIA AMPARO PAJÓN LOPEZ (hi jas y 

herederas de la señora LUCIA AMPARO LOPEZ DE PAJÓN),  las 

modif icaciones pretendidas y, con poster ioridad, los s eñores RODRIGO DE 

JESÚS PAJÓN SIERRA y LUIS FERNANDO PAJÓN LÓPEZ real iz aron los 

cambios en la sociedad, plasmando hechos que nunca ocurrieron y fal tando 

a la verdad.  

 

Que el lunes 3 de febrero de 2020, obtuvo de la Cámara de Comercio de 

Medel l ín el  cert i f icado de existencia y repr esentación legal  de la sociedad 

con el f in de establecer la part icipación que la señora LUCIA AMPARO 

LÓPEZ DE PAJÓN en la  sociedad, quien había fal lecido días atrás  y,  

posteriormente el 6 de marzo de 2020, obt iene otro cert i f icado donde se 

encontró que, sin haber real izado reunión de asamblea o junta de socios, se 

habían modi f icado los estatutos de la sociedad y pasado de sociedad en 

comandita simple a una sociedad por acciones simp li f icada, modif icación 

que,  según consta en el cert i f icado expedido por la Cámara de Comercio de 

Medel l ín el  6 de marzo de 2020, tuvo lugar “…Por acta No. 64 del 13 de 

enero de 2020, de la Junta de Socios, inscri to(a) en esta cámara de 

comercio el 11 de febrero de 2020 bajo el número 3737 del l ibro IX del  

regist ro mercanti l  …” .  

 

Que el 13 de enero de 2020 los socios LUCIA AMPARO LÓPEZ DE PAJÓN  y 

CARLOS ALBERTO PAJÓN LÓPEZ, estaban impedidos para acudir a j unta 

de socios porque la señora LUCIA padecía de una enfermedad terminal  que 

le impedía sal i r de su  residencia y el  Señor CARLOS estaba fuera del país.  

 

Dice que el 12 de marzo de 2020, los señores PATRICIA AMPARO PAJÓN 

LÓPEZ, NORA ELENA PAJÓN LÓPEZ y DIEGO ALEJANDRO PAJÓN 

ZAPATA, presentaron ante la Fiscalía General  de la Nación,  denuncia por el  

del i to de falsedad ideológica en documento privado ,  por los hechos 

narrados, radicada con número 20200370164902, en contra  de los señores 

RODRIGO DE JESÚS PAJÓN SIERR A y LUIS FERNANDO PAJÓN LÓPEZ; 

asignada en la Unidad de Del i tos contra el Patrimonio y la Fe Públ ica,  



P á g i n a  4  d e  1 1  
M    C    O    P      R a d i ca d o  0 5 0 0 1  3 1  0 3  0 0 9  2 021  0 0 3 5 4  0 1  

Fiscalía 20 Seccional de la ciudad de Medel l ín; bajo el número de not icia 

criminal 050016000248202003442.  

 

La demanda anterior,  correspondió por reparto al Juzgado  Noveno Civi l  del 

Circuito de Medel l ín , que por auto del 1 de octubre de 2021 d ispuso su 

rechazo por advert i r  la conf iguración de caducidad de conformidad con lo 

establecido en el art ículo 382 del C.G.P.  

 

I I .  LA IMPUGNACIÓN.  

 

Frente al  anterior proveído la parte demandante formuló recurso de 

reposición y en subsidio apelación exponiendo que el Consejo de Estado en 

Sentencia del 28 de agosto de 1978, expediente 2133 y la Superintendencia 

de Sociedades en e l Concepto 009-RM han indicado que el proceso de 

impugnación de actas de asamblea se ejerce exclusivamente contra los 

actos viciados de nul idad y , en este caso, la sanción pedida es la 

inexistencia, sanción que opera de pleno derecho sin necesidad de 

declaración judicial .    

 

Resuelta desfavorablemente la reposición se concedió la alzada en auto del  

13 de enero de 2022, s iendo procedente resol ver de plano conforme lo 

manda el inciso segundo del  art ículo 326 del Código General del  Proceso, 

previas las siguientes:  

 

I I I .  CONSIDERACIONES  

 

1.  DEL EXAMEN DE ADMISIBILIDAD DE LA DEMANDA.  

 

A f in de garant izar la concurrencia de los presupuestos procesales y así 

evitar sentencias inhibi torias y nul idades que afecten la val idez del t rámite,  

t iene diseñado el estatuto procesal civi l  una actuación determinante, misma 

que ref iere al estudio de admisibi l idad de la demanda y funge como el primer 

control de legal idad del ruego de tutela judicial .  Para el Juez dicha actuación 

comporta el  ejercicio de un deber -poder que puede dar lugar a la admisión 

de la causa, a su inadmisión o a su rechazo.  
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Tanto la inadmisión como el rechazo t ienen en común la no aceptación inicial  

de la demanda;  no obstante , ambas f iguras di f ieren ostensiblemente en sus 

efectos dado que la primera comporta el aplazamiento de la aprobación del  

l ibelo genitor,  previa concesión de oportunidad para la subsanación de 

ciertos defectos; mientras que el  rechazo supone el defini t ivo  

desprendimiento de la causa por parte de la autoridad judicial  dest inataria.   

Por supuesto que el  rechazo puede estar precedido de la inadmisión de la 

demanda.  

 

Sobre la materia que se viene destacando prevé el art ículo 90 del Código 

General del Proceso:   

 

El juez admit i rá la demanda que reúna los requisi tos de ley,  y le dará el  
t rámite que legalmente le corresponda aunque el demandante haya 
indicado una vía procesal inadecuada. En la misma prov idencia e l  juez  
deberá integrar e l  l i t isconsorcio  necesar io y ordenarle  al  demandado 
que aporte,  durante el  t ras lado de la demanda, los documentos q ue 
estén en su poder y que hayan sido sol ic i tados por e l  demandante.  
El juez rechazará la  demanda  cuando carezca de jur isdicción o de 
competencia o cuando esté vencido el término de caducidad para 
instaurarla .  En los dos primeros casos ordenará enviar la co n sus 
anexos al que considere competente;  en el  ú l t imo, ordenará devolver  
los anexos sin  necesidad de desglose.  
Mediante auto no suscept ib le de recursos el  juez declarará inadmis ib le  
la demanda so lo en los sigu ientes casos:  
1.  Cuando no reúna los requisi to s formales.  
2.  Cuando no se acompañen los anexos ordenados por la  ley.  
3.  Cuando las pre tensiones acumuladas no reúnan los requ isi tos 
legales.  
4.  Cuando el demandante sea incapaz y no actúe por conducto de su 
representante .  
5.  Cuando quien formule la deman da carezca de derecho de 
postulac ión para adelantar e l  respect ivo proceso.  
6.  Cuando no contenga el ju ramento est imatorio,  s iendo necesar io.  
7.  Cuando no se acredite que se agotó la conci l iac ión pre judicia l  como 
requis i to de procedib i l idad.  
En estos casos e l juez señalará con prec isión los defectos de que 
adolezca la demanda, para que el demandante los subsane en el 
término de c inco (5) días,  so pena de rechazo. Vencido el término para 
subsanar la el  juez decidi rá s i  la admite o la rechaza.  
Los recursos cont ra el  auto que rechace la demanda comprenderán el  
que negó su admisión. La apelación se concederá en el efecto  
suspensivo y se resolverá de plano  (…) (Resaltado intencional).  

 
2.  CASO CONCRETO.  

 

En el presente caso,  como se detal ló en la  parte exposit iva, acontece que el 

juez de primer grado encontró que a la acción pretendida por la parte 

demandante le había pasado el término de caducidad, disponiendo entonces,  



P á g i n a  6  d e  1 1  
M    C    O    P      R a d i ca d o  0 5 0 0 1  3 1  0 3  0 0 9  2 021  0 0 3 5 4  0 1  

como establece el  art ículo 90 del C.G.P. ci tado en la parte exposit iva, el  

rechazo de plano de la demanda.   

 

En el auto de rechazo, de forma detal lada, expl icó el a quo  que la acción 

pretendida es de impugnación de actas de asamblea,  la cual conforme el 

art ículo 385 del C.G.P. t iene una caducidad de dos meses siguientes a la 

fecha del acto o del  reg ist ro y, al  resolver la reposición, real izó un estudio 

juicioso de las normas comerciales que regulan lo relat ivo a la procedencia 

del proceso de impugnación de actas de asamblea para discut i r las 

decisiones inef icaces, nulas e inoponibles , concluyendo que cualquiera de 

las t res pretensiones declarat ivas de inexistencia o inef icacia, nul idad e 

inoponibi l idad, se t ramitan mediante el proceso de impugnación de actas de 

asamblea.  

 

La parte recurrente no agregó argumentos para rebati r lo expuesto por el  

juzgado de primera instancia en el  auto que resolvió la reposición, a pesar 

de t ratarse de nuevas y profundas expl icaciones sobre el  tema y de tener 

oportunidad para rebati r los,  conforme lo establece el numeral  3 del art ículo 

322 del Código General del Proceso 1,  siendo entonces, en pr incipio,  

suf iciente para resolver la alzada, exponer que este Despacho comparte 

completamente los argumentos expuestos por el  juez de primer grado,  

relat ivos a que la acción de impugnación de actas de asamblea no está 

l imitada para la sanción de nul idad;  sino, que también se apl ica para las 

pretensiones encaminadas a la inexistencia, inef icacia e inoponibi l idad de 

decisiones sociales adoptadas en reuniones societarias consignadas en 

actas de asamblea,  por así  desprenderse de los art íc ulos 186 2,  1903 y 191 4 

                                                 
1 “3. En el caso de la apelación de autos, el apelante deberá sustentar el recurso ante el juez que dictó la 
providencia, dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación, o a la del auto que niega la reposición. Sin 
embargo, cuando la decisión apelada haya sido pronunciada en una audiencia o diligencia, el recurso podrá 
sustentarse al momento de su interposición. Resuelta la reposición y concedida la apelación, el apelante, si lo 
considera necesario, podrá agregar nuevos argumentos a su impugnación, dentro del plazo señalado en este 
numeral”. 
2ARTÍCULO 186. LUGAR Y QUORUM DE REUNIONES. Las reuniones se realizarán en el lugar del dominio 

social, con sujeción a lo prescrito en las leyes y en los estatutos en cuanto a convocación y quórum. Con 
excepción de los casos en que la ley o los estatutos exijan una mayoría especial, las reuniones de socios se 
celebrarán de conformidad con las reglas dadas en los artículos 427 y 429. 
3 ARTÍCULO 190. DECISIONES INEFICACES, NULAS O INOPONIBLES TOMADAS EN ASAMBLEA O 
JUNTA DE SOCIOS. Las decisiones tomadas en una reunión celebrada en contravención a lo prescrito en el 

artículo 186 serán ineficaces; las que se adopten sin el número de votos previstos en los estatutos o en las 
leyes, o excediendo los límites del contrato social, serán absolutamente nulas; y las que no tengan carácter 
general, conforme a lo previsto en el artículo 188, serán inoponibles a los socios ausentes o disidentes 
4 ARTÍCULO 191. IMPUGNACIÓN DE DECISIONES DE LA ASAMBLEA O JUNTA DE SOCIOS. Los 

administradores, los revisores fiscales y los socios ausentes o disidentes podrán impugnar las decisiones de 
la asamblea o de la junta de socios cuando no se ajusten a las prescripciones legales o a los estatutos. 
La impugnación sólo podrá ser intentada dentro de los dos meses siguientes a la fecha de la reunión en la 
cual sean adoptadas las decisiones, a menos que se trate de acuerdos o actos de la asamblea que deban ser 
inscritos en el registro mercantil, caso en el cual los dos meses se contarán a partir de la fecha de la 
inscripción. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_comercio_pr013.html#427
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_comercio_pr013.html#429
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_comercio_pr005.html#186
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_comercio_pr005.html#188


P á g i n a  7  d e  1 1  
M    C    O    P      R a d i ca d o  0 5 0 0 1  3 1  0 3  0 0 9  2 021  0 0 3 5 4  0 1  

del Código de Comercio, lo que resulta plenamente apl icable a este caso, 

donde, más al lá de la denominación de la sanción pretendida, lo discut ido 

es, en esencia, la legal idad de las decisiones contenidas en un acta de 

asamblea que fue regist rada desde el 11 de febrero de 2020.  

 

No obstante, teniendo en cuenta que la alegación principal del recurrente 

ref iere a que el proceso de impugnación de actas de asamblea no es 

apl icable a la pretensión que  se plantea en este caso de declarator ia de 

inexistencia  de una decisión contenida en un acta de asamblea de la 

sociedad demandada, lo que denota su intención de separar y dist inguir  la s 

f iguras de nul idad e  inexistencia,  a efectos de que no se le apl ique la 

caducidad de la acción, pert inente resulta t raer a colación lo expuesto por 

nuestro máximo órgano de decisió n civi l ,  relat ivo a que, la inexistencia, la 

ineficacia y la nulidad, son figuras asimilables .   Así  se concluye de la 

sentencia SC13021 de 2017, rad. 25286318400120050023801 M.P. Arol do 

Wilson Quiroz Monsalvo, donde haciendo ci ta de providencias anteriores de 

la misma Corporación, expl ica la Corte:  

 

“Si  la  doct r ina considera en abstracto e l  fenómeno de la inexistencia,  
es únicamente desde el punto de vista de la  nul idad, como ha ten ido  la 
ocasión de precisar lo  la Sala de Casación en fa l los d i ferentes. Y es 
que efect ivamente la expres ión contra to inexistente es en sí  misma 
contradictor ia.  Y lo  es porque el concepto contrato enuncia la  
existencia de un ente,  o una real idad juríd ica creada , que puede ser 
vic iosa pero en todo caso existente;  es deci r ,  enuncia una determinada 
relac ión con el atr ibuto propio de los entes.  En cambio, e l  cal i f ica t ivo 
inexistente,  es la negación misma del  ente;  y  una cosa no puede ser,  y 
no ser,  vale deci r,  no puede ser ente y no serlo a l  mismo t iempo. En 
r igor,  práct icamente hablando, e l  prob lema en si  cabe o no pensar en 
inexistencia,  es del  todo inof ic ioso puesto  que, aun optando por la 
af irmat iva, e l lo es que la ley no ofrece casi l la especial  para ta l  
fenómeno ni  le  estab lece tra tamiento s ingular y  precisamente,  por lo 
mismo, los casos de esa índole van a dar a la nul idad absoluta,  que sí  
es fenómeno reconocido y reg lamentado por la ley.  Por tanto,  p iénsese 
sobre eso lo  que se quiera,  en lo judicia l  se les ha d e colocar en el  
concepto de nul idad absoluta,  lo que los deja en si tuación o cal idad de 
cuest iones meramente metafís icas,  s in  t rascendencia o  sent ido 
práct ico,  por interesantes que sean de suyo”.   (CSJ SC de 15. Sep. 
1943, G.J.  t .  LVI,  pág. 125, re i terada en SC de 19 ju l .  1949,  G.J.  t .  
LXVI,  pág. 351 y SC de 21 may. 1968, G.J.  t .  CXXIV, págs.  167 y 168).   

 

Y, en similar sent ido, sobre la inef icacia, expuso la mentada Corporación en 

sentencia SC4654-2019 M.P.AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO, 

Radicación n.° 11001-31-03-028-1997-09465-01:  
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“Los anál is is han d iscurr ido con part icular  énfasis en las teorías 
sobre los requ is i tos de existencia y  va l idez, así  como las d ist intas 
f iguras que se generan ante la ausencia  o las di f icu l tades de dichos 
requis i tos,  que no ha s ido tema pacíf ico  en la t radición de l derecho 
privado heredero de la famil ia  romanista,  por  lo  cua l,  e l  estudio  de la  
denominada inef icac ia ,  entendida esta pa labra en su sent ido genér ico 
y comprensivo de las nul idades, resc is ión u otras cr is is negociales,  
no parece agotado, de manera que, s in  abandonar el  derecho 
comparado y su indudable ayuda,  ante las signif icat ivas d i ferencias 
que acontecen,  «s i se pretende comentar  un s istema u ordenamiento 
juríd ico concreto,  en nuestro caso el  derecho colombiano, hay q ue 
atenerse ante todo a las soluc iones posit ivas que dicho sistema 
ofrece,. . .»  
 
Concern iente a este asunto,  es pert inente destacar que aparte  del  
a ludido concepto genérico de la inef icac ia,  e l  Código de Comercio de 
1971 consagró una part icular f igura que d enominó inef icac ia de p leno 
derecho, o simple  inef icac ia,  que además de contemplar la en var ias 
normas especí f icas (v.  g. ,  arts.  110 -4, 122, 190, 366, 390, 433, 1203, 
1210, 1244, 1613),  le f i jó sus contornos generales de esta manera: 
«Cuando en este  cód igo se exprese que un acto no produce efectos, 
se entenderá que es inef icaz de pleno derecho, s in necesidad de 
declaración judicia l».  Estatutos poster iores, entre los que cabe 
recordar las leyes 222 de 1995, 226 de 1995 y 1116 de 2006, 
d isc ip l inan otros eventos de especial  inef icac ia negocia l .  
 
La adopción de esa nueva inef icacia por e l  legislador colombiano, 
para sancionar i rregu lar idades de los actos o negocios juríd icos 
comercia les,  tuvo su fuente i rrefutab le en el deseo de prever un 
mecanismo más ági l ,  que no requiera decis ión jud ic ia l  para ser  
reconocida, a d i ferencia de la nu l idad (art .  1746 del C.C.).  Pudo tener 
algo de inspi rac ión en comentar istas del Código Civ i l  i ta l iano de 
1942, porque en ese ordenamiento,  aparte de las nu l idades, se 
previeron formas de inef icac ia,  cuando «el  negocio no produce su 
normal efecto por algún obstáculo (negat ivo,  o posit ivo) de carácter  
extrínseco que lo hace ( ipso iure)  in idóneo para operar» 5.   
 
Prec isó e l  ú l t imo autor,  que «el  término de ‘ inef icacia ’  es empleado 
en sent ido amplio  o genérico,  para dest inar,  en su conjunto,  las 
imperfecciones o def ic ienc ias del negocio,  incluyendo en el las la 
nul idad, la  anulabi l idad y ot ros;  pero este  es un uso que se debe 
rechazar,  porque const i tuye fuente de equívocos.. .»,  de manera que 
debe usarse el  s ignif icado técn ico,  esto es cuando la  «ley emplea la  
expres ión ‘no produce efecto’  en e l  sent ido técnico de inef icac ia», 
aunque en otros casos lo ut i l iza para advert i r  la nul idad, y anotó 
variantes de inef icac ia,  que puede ser permanente o  r e lat iva,  así  
mismo que por ciertos acontecimientos nuevos y posteriores se 
subsane la si tuac ión, mediante rat i f icación, entre varias hipótes is 6.   
En el derecho naciona l la concepción de la f igura ent raña una forma 
radica l de carencia de efectos del negocio  de que se trate,  de modo 
que, aparte de las simi l i tudes o d i ferencias entre  los s istemas 
juríd icos, lo c ier to es que según la reg las aquí imperantes,  la 
expres ión de inef icac ia,  que antes poseía un sign if icado genér ico y 
comprensivo de las d i ferentes formas de inva l idez o cr is is del negocio 
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juríd ico, pasó a contemplarse como una forma concreta de fracaso del  
mismo.  
 
Y no han fa l tado las d iscusiones en cuanto a  la naturaleza juríd ica de 
esa nueva categoría,  pues como lo hizo ver e l  Tr ibunal,  a lgunas de 
las var ias tesis la consideran como una forma de nul idad que no 
requiere declaración judicia l ,  que por eso deben apl icárse le en lo  
pert inente las normas que gobiernan esta ú l t ima, sobre todo cuando 
el mot ivo de inef icacia  contemplado en la norma respect iva,  e s causal  
de nul idad en ot ras h ipótesis comerc iales o c iv i les.  
 
A lo que se agrega que la legislación comercial  dejó  s in asentar una 
regulac ión especial  sobre la manera en que deben reconocerse los 
presupuestos de la inef icac ia,  s i  es necesario  instar  la  in tervención 
judic ia l  por la negat iva de las partes a aceptarla;  como tampoco f i jó  
unos derroteros para la ap l icación de sus consecuencias o  
rest i tuc iones cuando se ejecutaron prestac iones en desarrol lo del  
negocio que luego se reconoce como inef icaz.  
 
Razones todas por las que hay posturas conforme a las cua les la  
inef icacia es igua l,  o se asimila,  a la nul idad,  y o cuando menos se le 
deben apl icar las mismas normas de esta .   
 
( . . . )  
 
Es que si  la ley comercia l  no tra jo ninguna regulación sobre las 
secuelas de la inef icacia,  que es una sanción para privar de efectos 
los negocios juríd icos,  por ciertas anomalías previstas en las normas 
sobre su creación, t iene cabida el  empleo de la ley civ i l  por cuanto se 
trata de temas que se ref ieren a su «formación», así  co mo a l «modo 
de ext ingui rse,  anularse o resc indi rse».  
 
Ese art ículo 822 de l estatuto mercant i l  es e l  puente que une los dos 
estatutos,  c iv i l  y comercia l ,  en las referidas mater ias concern ientes 
con los actos o  negocios jur íd icos y obl igac iones mercant i les;  por  lo  
tanto,  es la que hace posible ap l icar las reglas de la nul idad abso luta 
del Código Civi l ,  a  la  inef icacia,  mediante una integración normat iva 
por remisión expresa, y no por ana logía.   
 
( . . . )  
 
Luego, como la ley comercia l  no establece unas reglas par a las 
secuelas de la inef icacia,  n i  s iquiera para la nul idad (arts.  897 y ss.  
C.Co.),  que son sanciones negocia les por problemas re lac ionados con 
«la formación», e l  «modo de ext ingu irse, anularse o resc indi rse» de 
las obl igaciones y negocios mercant i les,  e s necesar io acudir a las 
que en torno a esas cuest iones juríd icas prevé la legislación c iv i l ,  por 
reenvío o remis ión expresa, no por analogía,  re i térase.  (Resaltado 
intenciona l) .  

 

Teniendo en cuenta que, más al lá de las largas y extenuantes discusiones 

doctrinales y jurisprudenciales que generan las f iguras de inexistencia,  

inef icacia y nul idad,  lo que académicamente resulta muy interesante,  para 

efectos práct icos lo relevante es que son f iguras asimilables y por ende, que 

se vent i lan por la misma acción.   
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En el caso concreto de la inexistencia, inef icacia  o nul idad de decisiones 

sociales contenidas en actas de asamblea, la acción especial establecida por 

el  legislador, es la de impugnación de actas de asamblea, para la cual se 

estableció un corto término de  caducidad de dos meses, contados desde l a 

fecha del acto o su inscripción, cuando ésta es necesaria, caducidad que en 

este caso resul ta palmaria,  en tanto,  como lo af i rma la misma parte 

demandante y se constata en el cert i f icado de existencia y representa ción 

legal de la demandada, el  acto fue inscr i to el  11 de febrero de 2020 y la 

demanda se presentó apenas el  pasado 22 de sept iembre de 2021, cuando el  

término de caducidad se había consol idado.  

 

Así las cosas, s in necesidad de real izar mayores elucubraci ones reiterat ivas 

de los argumentos ya expuestos en pr imera instancia y en esta sede, la 

decisión a adoptar en esta instancia, será la de CONFIRMAR el auto 

apelado, s in lugar a condenar en costas al  recurrente, en la medida que no 

se causaron.  

 

Por lo expuesto, la suscrita Magistrada Sustanciadora de la Sala Civil  del  

Tribunal Superior de Medellín,  

 

I I I .  RESUELVE 

 

PRIMERO. CONFIRMAR  el  auto de fecha 1 de octubre de 2021, proferido 

por el  Juzgado Noveno Civi l  del Circuito de  Medel l ín.  

 

SEGUNDO.  NO CONDENAR  en costas en esta instancia.  

 
NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 

 
 
 

MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO 
Magistrada  

Firma electrónica de conformidad con lo establecido en el artículo 11 

del Decreto 491 de 2020 –Ministerio de Justicia y del Derecho - 

 

 

 

Firmado Por: 
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